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  RECURSO DE REVISIÓN 353/2018-2 PNT.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO
ENTE OBLIGADO:

H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Ordinaria del 06 seis de agosto de 2018 dos mil dieciocho.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 00279918, el 21 veintiuno de abril de 2018 dos mil dieciocho, el Municipio de San Luis Potosí, recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:
“Detalle cuales son las principales diez infracciones de transito en lo que va de la presente administración.

Así mismo detalle la cantidad de infracciones por cada una de las principales diez infracciones levantadas en el periodo que abarca la actual administración.

Finalmente detalle el número y nombre de elementos de policías viales o cualquiera que sea su denominación cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y lo que va de la actual.” (sic). 
SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 03 tres de mayo de 2018 dos mil dieciocho, el sujeto obligado consta que a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, otorgó respuesta al escrito de solicitud de información del recurrente de la manera siguiente: 
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El archivo adjunto contiene la información siguiente:

“En respuesta a su solicitud de información con número de folio UT-SI-214/2018-00279918-PNT; presentada a través de  la Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosí; al respecto me permito hacer de su conocimiento que luego de las gestiones realizadas por la Unidad de Transparencia del Municipio de San Luis Potosí, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 54 fracciones  II y IV y el artículo 153 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  se le informa que la solicitud fue turnada para su atención al Área de Gobierno Municipal competente siendo en el presente caso  la Dirección de Seguridad Pública Municipal.

Oficio DGSPM/SBDJ/2007/IV/2018, recibido en fecha 02 (dos) de mayo de 2018 (dos mil dieciocho),  suscrito por el Licenciado Adan Mexquitic Sandoval, Subdirector Jurídico de Seguridad Pública Municipal quien en lo que interesa manifiesta:

LIC. ADAN MEXQUITIC SANDOVAL, en mi carácter de Subdirector Jurídico de Seguridad Pública Municipal, con las facultades que me confieren el artículo 22 y 60 del Reglamento de la Dirección general de Seguridad Pública Municipal; y con fundamento en los Artículos 8º., 21, 115 fracción III h), 123 apartado B fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 88, 89 y 114 fracción III apartado h) de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luís Potosí y articulo 4 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí; dando cumplimiento a lo instruido por el Comisario Saúl Francisco García Rodríguez, Director General de Seguridad Pública Municipal, por medio del presente oficio reciba un cordial y afectuoso saludo, y a su vez hago propicia la ocasión para dar trámite a lo solicitado mediante su atento oficio al rubro referido, relacionado con la solicitud de Información Pública solicitada por el C. José Guadalupe González Covarrubias y registrada en la Plataforma Nacional de Transparencia con el folio UT-SI-214/2018-00279918-PNT.  

Esta Dirección General de Seguridad Pública Municipal, tiene a bien manifestarse en el siguiente sentido:

En relación con la información solicitada y de conformidad con el informe rendido por Coordinador de Operaciones de Policía Vial de esta institución, me permito informar a usted lo siguiente:

1.- En lo referente a las principales diez infracciones de tránsito en lo que va de la presente administración, me permito informar que son las siguientes:

1.-
Estacionarse en lugares donde existan dispositivos electrónicos de cuota, sin efectuar correspondiente. (Parquímetro).

2.-
Estacionarse a un lado de guarniciones pintadas de rojo o amarillo delimitadas por la autoridad de Transito.

3.-
No obedecer señalamiento restrictivo.

4.-
Estacionarse sobre la acera o banqueta, vías destinadas para ciclistas o áreas de espera de ciclistas, al lado o sobre un camellón o andador peatonal.

5.-
Circular utilizando equipo de comunicación portátil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres.

6.-
Estacionarse a menos de tres metros de una esquina.

7.-
No obedecer semáforo en luz roja.

8.-
No usar casco protector en conductor y acompañante.

9.-
Usar vidrios polarizados que obstruyan la visibilidad.

10.-
No utilizar luces de noche o falta de luz parcial o total. 

2.- En lo que respecta al apartado de su solicitud de información que refiere: “Detalle la cantidad de infracciones por cada una de las principales diez infracciones levantadas en el periodo que abarca la actual administración”; me permito informar lo siguiente:

Núm.
INFRACCIÓN
2015
2016
2017
2018

1
Estacionarse en lugares donde existan dispositivos electrónicos de cuota, sin efectuar correspondiente. (Parquímetro).
7160
22523
26444
5284

2
Estacionarse a un lado de guarniciones pintadas de rojo o amarillo delimitadas por la autoridad de Transito.
2425
16130
10224
1018

3
No obedecer señalamiento restrictivo.
2339
10632
12818
1587

4
Estacionarse sobre la acera o banqueta, vías destinadas para ciclistas o áreas de espera de ciclistas, al lado o sobre un camellón o andador peatonal.
3011
11408
8803
841

5
Circular utilizando equipo de comunicación portátil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres.
235
4792
11397
2079

6
Estacionarse a menos de tres metros de una esquina.
1055
5442
10420
1174

7
No obedecer semáforo en luz roja.
575
5116
9487
1869

8
No usar casco protector en conductor y acompañante.
320
4950
5096
674

9
Usar vidrios polarizados que obstruyan la visibilidad.
27
1157
3632
756

10
No utilizar luces de noche o falta de luz parcial o total. 
97
702
2286
668

3.- Finalmente respecto del apartado de su escrito en el que solicita: “detalle el número y nombre de elementos de policías viales o cualquiera que sea su denominación cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y lo que va de la actual”; al respecto me permito hacer de su conocimiento que la información de mérito se considera Reservada de conformidad con el Acuerdo de Reserva numero C.T.- A.R. 056/2017, acordado por el Comité de Transparencia de este H. Ayuntamiento y notificado por la Unidad de Transparencia mediante oficio U.T. 2239/17 de fecha 01 de Noviembre de 2017, por lo tanto, estamos frente a una figura jurídica de excepción al derecho de acceso de información pública en términos del numeral 113 y 127 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luís Potosí, toda vez que la información que se solicita se encuentra restringida al acceso del público por haber sido clasificada como Reservada, toda vez que la difusión del contenido total de los Expedientes generados en la Subdirección de Inspección General y Asuntos Internos, inherentes a investigaciones de la probable responsabilidad administrativa de los oficiales pertenecientes a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y la totalidad de la información contenida en los expedientes generados en la Comisión de Honor y Justicia, en los cuales se contienen los procesos administrativos instaurados en contra de oficiales de esta Dirección General de Seguridad Pública Municipal, mediante el cual se ventilan posibles responsabilidades administrativas; podría incurrir en la obstrucción de  los  procedimientos  para  fincar  responsabilidad a  los Servidores  Públicos pertenecientes a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, además de que pondría en riesgo la seguridad personal de los participantes en los referidos procesos administrativos, en virtud de que en estos expedientes se contiene información que identifican plenamente a los oficiales por lo que ésta información se vuelve susceptible de utilizarse ilícitamente para actividades que pudieran atentar contra la integridad física y la vida misma de los oficiales y de sus familias, en virtud de que la mayoría de estos procesos administrativos se derivan de la queja de algún ciudadanos inconforme o resentido; lo anterior con apego a lo estipulado por el artículo 129 fracción IV, VIII y X de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

A mayor abundamiento, me permito citar lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente Tesis Jurisprudencial que a la letra dice:

Época: Décima Época; Registro: 2000234; Instancia: Primera Sala; Tipo de Tesis: Aislada; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Libro V, Febrero de 2012, Tomo I; Materia(s): Constitucional; Tesis: 1a. VIII/2012 (10a.) Página: 656 

INFORMACIÓN RESERVADA. LÍMITE AL DERECHO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN (LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA GUBERNAMENTAL).

Las fracciones I y II del segundo párrafo del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecen que el derecho de acceso a la información puede limitarse en virtud del interés público y de la vida privada y los datos personales. Dichas fracciones sólo enuncian los fines constitucionalmente válidos o legítimos para establecer limitaciones al citado derecho, sin embargo, ambas remiten a la legislación secundaria para el desarrollo de los supuestos específicos en que procedan las excepciones que busquen proteger los bienes constitucionales enunciados como límites al derecho de acceso a la información. Así, en cumplimiento al mandato constitucional, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental establece dos criterios bajo los cuales la información podrá clasificarse y, con ello, limitar el acceso de los particulares a la misma: el de información confidencial y el de información reservada. En lo que respecta al límite previsto en la Constitución, referente a la protección del interés público, los artículos 13 y 14 de la ley establecieron como criterio de clasificación el de información reservada. El primero de los artículos citados establece un catálogo genérico de lineamientos bajo los cuales deberá reservarse la información, lo cual procederá cuando la difusión de la información pueda: 1) comprometer la seguridad nacional, la seguridad pública o la defensa nacional; 2) menoscabar negociaciones o relaciones internacionales; 3) dañar la estabilidad financiera, económica o monetaria del país; 4) poner en riesgo la vida, seguridad o salud de alguna persona; o 5) causar perjuicio al cumplimiento de las leyes, prevención o verificación de delitos, impartición de justicia, recaudación de contribuciones, control migratorio o a las estrategias procesales en procedimientos jurisdiccionales, mientras las resoluciones no causen estado. Por otro lado, con un enfoque más preciso que descriptivo, el artículo 14 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental contiene un catálogo ya no genérico, sino específico, de supuestos en los cuales la información también se considerará reservada: 1) la que expresamente se clasifique como confidencial, reservada, comercial reservada o gubernamental reservada; 2) secretos comercial, industrial, fiscal, bancario, fiduciario u otros; 3) averiguaciones previas; 4) expedientes jurisdiccionales que no hayan causado estado; 5) procedimientos de responsabilidad administrativa sin resolución definitiva; o 6) la que contenga opiniones, recomendaciones o puntos de vista de servidores públicos y que formen parte de un proceso deliberativo en el cual aún no se hubiese adoptado una decisión definitiva. Como evidencia el listado anterior, la ley enunció en su artículo 14 supuestos que, si bien pueden clasificarse dentro de los lineamientos genéricos establecidos en el artículo 13, el legislador quiso destacar de modo que no se presentasen dudas respecto a la necesidad de considerarlos como información reservada.

Amparo en revisión 168/2011. Comisión Mexicana de Defensa y Protección de los Derechos Humanos, A.C. y otra. 30 de noviembre de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Javier Mijangos y González.

Sin más por el momento, y seguro que el buen ánimo de colaboración institucional nos permitirá alcanzar nuestros objetivos de manera plena y eficaz, reitero a Usted las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.

Ahora bien,  con respecto al  Acuerdo de  Reserva número C.T.-A.R. 056/2017, que hace mención la Dirección de Seguridad Pública Municipal,  hago de su conocimiento que se  encuentra publicada en la página de transparencia de este Municipio  y que puede ser consultada en la siguiente ruta: www.sanluis.gob.mx transparencia, Articulo 84, fracción XLVI,  Las actas y resoluciones del Comité de Transparencia de los sujetos obligados, 2017, 2 semestre, elegir ente obligado –San Luis Potosí-, clic en presentar reporte, Octubre,  Articulo 84 fracción XLVI -1- informes de sesiones del Comité de Transparencia, dar clic en el documento seleccionado,  donde estará el apartado al hipervínculo del acuerdo de reserva antes mencionado o bien en el siguiente link: http://www.cegaipslp.org.mx/webcegaip2018.nsf/af56201fa851b94c862580be005c7aa5/D2F4896FF9D7653C862581CB0077269F?OpenDocument. En la cual podrá consultar y reproducir de manera gratuita.

Esta respuesta encuentra sus fundamentos en los artículos 3° fracción XVIII, 15°, 54° fracciones II y IV,  143° y 154° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí en vigor.

De forma adicional, le indico que conforme a lo establecido en los artículos  166, 167 y 168 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, el ciudadano podrá hacer uso de los derechos que le otorga la Ley de la materia, relacionada con la respuesta a la solicitud de información.” (sic). 
TERCERO. Interposición del recurso. El 12 doce de mayo de 2018 dos mil dieciocho, el recurrente interpuso el presente medio de impugnación, a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, mismo que quedó presentado al día hábil siguiente ante la Oficialía de Partes de esta Comisión, mediante el cual señaló como inconformidad lo siguiente:

“Procedo con mi recurso de revisión ya que la información recibida es incompleta y además el acuerdo de reserva en el que se basaron contiene irregularidades.

De entrada solicité el número de elementos o policías viales cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y la que va de la actual. Dato negado de forma incomprensible baja la justificación de ser información reservada, lo cual es un dato que por ningún motivo debe reservarse.

Respecto al siguiente punto donde se solicita el nombre de los elementos cesados, tampoco puede ser considerado un dato reservado y de acuerdo a la justificación usada en el Acuerdo de reserva que se me envía:
http://www.cegaipslp.org.mx/webcegaip2018.nsf/af56201fa851b94c862580be005c7aa5/D2F4896FF9D7653C862581CB0077269F?OpenDocument

Detecto que además de no encontrar fundado la negativa de entregar este dato solicitado, además están reservando más información que es publica y por NINGÚN MOTIVO debe ser considera reservada como : la cantidad total de elementos, clave Nominal, clave o nivel del puesto, denominación del puesto, área de adscripción, horario de las jornadas de trabajo, remuneración mensual bruta, remuneración mensual neta, percepciones, ingresos, sistemas de compensación, gratificaciones, periodicidad, primas, comisiones, bonos, estímulos, apoyos económicos, prestaciones económicas y otro tipo de percepciones. Sin embargo estos datos están contenidos en dicha acta también como datos reservados.” (sic).
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 15 quince de mayo de 2018 dos mil dieciocho, la Presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno toco conocer a la ponencia de la Comisionada Paulina Sánchez Pérez del Pozo por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número RR 353/2018-2 PLATAFORMA, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 17 diecisiete de mayo de 2018 dos mil dieciocho, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse la hipótesis de las fracciones I y IV del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado al H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL, A TRAVÉS DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, DE LA DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL Y DEL SUBDIRECTOR JURÍDICO DE SEGURIDAD PUBLICA MUNICIPAL, en lo sucesivo sujeto obligado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  
Asimismo, en el contexto del mismo proveído se ordenó remitir el presente expediente al Sistema Estatal de Documentación y Archivo de esta Comisión para que dentro del plazo no mayor de tres días hábiles emitiera un dictamen en el que determinara si la dirección electrónica señalada por el sujeto obligado en su respuesta se encuentra disponible la información en un formato accesible para el solicitante. 

SEXTO. Rendición del informe de los sujetos obligados. El 05 cinco de junio de 2018, esta Comisión tuvo por recibido un oficio número SEDA-DG-259/2018, signado por el Director de Archivos y Encargado de los Asuntos del Despacho de la Dirección del Sistema Estatal de Documentación y Archivo de la Cegaip así como el oficio número U.T. 0946/18, signado por la Encargada de Despacho de la Unidad de Transparencia del Municipio de San Luis Potosí  con doce anexos  que al mismo acompaña, entre los cuales se encuentra informe rendido por el Comisario de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, mediante oficio número DGSPM/SBDJ/2477/2018 de fecha 28 de mayo de 2018 con cuatro anexos de los cuales se desprende el informe rendido por el Subdirector Jurídico de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí a través del oficio número DGSPM/SBDJ/2480/2018; a través de los cuales el sujeto obligado realizó diversas manifestaciones respecto al agravio señalado por el hoy recurrente en su recurso de revisión. 

En cuanto al recurrente, compareció a realizar las manifestaciones que a su derecho considero convenientes, por que se procedió a la elaboración del proyecto de resolución correspondiente. 

Con fecha 26 veintiséis de junio de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión decretó la ampliación del plazo para resolver el presente recurso de revisión de que se trata y se remitió de nueva cuenta el presente expediente a efecto de que se procediera a elaborar el proyecto de resolución respectivo y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.


TERCERO. Caso Concreto. Se advierte que el hoy recurrente a través de su escrito de solicitud de información requirió al Municipio de San Luis Potosí la información siguiente:

1.- “Detalle cuales son las principales diez infracciones de transito en lo que va de la presente administración (…)”
2.- “Así mismo detalle la cantidad de infracciones por cada una de las principales diez infracciones levantadas en el periodo que abarca la actual administración (…)”

3.- Finalmente detalle el número y nombre de elementos de policías viales o cualquiera que sea su denominación cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y lo que va de la actual.”

Como resultado de lo anterior, el Municipio de San Luis Potosí dio respuesta al escrito de solicitud de información del hoy recurrente en el sentido siguiente:

“En relación con la información solicitada y de conformidad con el informe rendido por Coordinador de Operaciones de Policía Vial de esta institución, me permito informar a usted lo siguiente:


1.- En lo referente a las principales diez infracciones de tránsito en lo que va de la presente administración, me permito informar que son las siguientes:

	1.-
	Estacionarse en lugares donde existan dispositivos electrónicos de cuota, sin efectuar correspondiente. (Parquímetro).

	2.-
	Estacionarse a un lado de guarniciones pintadas de rojo o amarillo delimitadas por la autoridad de Transito.

	3.-
	No obedecer señalamiento restrictivo.

	4.-
	Estacionarse sobre la acera o banqueta, vías destinadas para ciclistas o áreas de espera de ciclistas, al lado o sobre un camellón o andador peatonal.

	5.-
	Circular utilizando equipo de comunicación portátil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres.

	6.-
	Estacionarse a menos de tres metros de una esquina.

	7.-
	No obedecer semáforo en luz roja.

	8.-
	No usar casco protector en conductor y acompañante.

	9.-
	Usar vidrios polarizados que obstruyan la visibilidad.

	10.-
	No utilizar luces de noche o falta de luz parcial o total. 


En lo que respecta al apartado de su solicitud de información que refiere: “Detalle la cantidad de infracciones por cada una de las principales diez infracciones levantadas en el periodo que abarca la actual administración”; me permito informar lo siguiente:

	Núm.
	INFRACCIÓN
	2015
	2016
	2017
	2018

	1
	Estacionarse en lugares donde existan dispositivos electrónicos de cuota, sin efectuar correspondiente. (Parquímetro).
	7160
	22523
	26444
	5284

	2
	Estacionarse a un lado de guarniciones pintadas de rojo o amarillo delimitadas por la autoridad de Transito.
	2425
	16130
	10224
	1018

	3
	No obedecer señalamiento restrictivo.
	2339
	10632
	12818
	1587

	4
	Estacionarse sobre la acera o banqueta, vías destinadas para ciclistas o áreas de espera de ciclistas, al lado o sobre un camellón o andador peatonal.
	3011
	11408
	8803
	841

	5
	Circular utilizando equipo de comunicación portátil o telefonía móvil sin que emplee el accesorio conocido como manos libres.
	235
	4792
	11397
	2079

	6
	Estacionarse a menos de tres metros de una esquina.
	1055
	5442
	10420
	1174

	7
	No obedecer semáforo en luz roja.
	575
	5116
	9487
	1869

	8
	No usar casco protector en conductor y acompañante.
	320
	4950
	5096
	674

	9
	Usar vidrios polarizados que obstruyan la visibilidad.
	27
	1157
	3632
	756

	10
	No utilizar luces de noche o falta de luz parcial o total. 
	97
	702
	2286
	668



3.- Finalmente respecto del apartado de su escrito en el que solicita: “detalle el número y nombre de elementos de policías viales o cualquiera que sea su denominación cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y lo que va de la actual”; al respecto me permito hacer de su conocimiento que la información de mérito se considera Reservada de conformidad con el Acuerdo de Reserva numero C.T.- A.R. 056/2017, acordado por el Comité de Transparencia de este H. Ayuntamiento y notificado por la Unidad de Transparencia mediante oficio U.T. 2239/17 de fecha 01 de Noviembre de 2017, por lo tanto, estamos frente a una figura jurídica de excepción al derecho de acceso de información pública en términos del numeral 113 y 127 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luís Potosí, toda vez que la información que se solicita se encuentra restringida al acceso del público por haber sido clasificada como Reservada, toda vez que la difusión del contenido total de los Expedientes generados en la Subdirección de Inspección General y Asuntos Internos, inherentes a investigaciones de la probable responsabilidad administrativa de los oficiales pertenecientes a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y la totalidad de la información contenida en los expedientes generados en la Comisión de Honor y Justicia, en los cuales se contienen los procesos administrativos instaurados en contra de oficiales de esta Dirección General de Seguridad Pública Municipal, mediante el cual se ventilan posibles responsabilidades administrativas; podría incurrir en la obstrucción de  los  procedimientos  para  fincar  responsabilidad a  los Servidores  Públicos pertenecientes a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, además de que pondría en riesgo la seguridad personal de los participantes en los referidos procesos administrativos, en virtud de que en estos expedientes se contiene información que identifican plenamente a los oficiales por lo que ésta información se vuelve susceptible de utilizarse ilícitamente para actividades que pudieran atentar contra la integridad física y la vida misma de los oficiales y de sus familias, en virtud de que la mayoría de estos procesos administrativos se derivan de la queja de algún ciudadanos inconforme o resentido; lo anterior con apego a lo estipulado por el artículo 129 fracción IV, VIII y X de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.” (sic). 

Inconforme con lo anterior, el hoy recurrente interpuso ante esta Comisión el recurso de revisión; manifestando estar inconforme con la respuesta proporcionada por el sujeto obligado en virtud que: “De entrada solicité el número de elementos o policías viales cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y la que va de la actual. Dato negado de forma incomprensible baja la justificación de ser información reservada, lo cual es un dato que por ningún motivo debe reservarse.

Respecto al siguiente punto donde se solicita el nombre de los elementos cesados, tampoco puede ser considerado un dato reservado y de acuerdo a la justificación usada en el Acuerdo de reserva que se me envía:
http://www.cegaipslp.org.mx/webcegaip2018.nsf/af56201fa851b94c862580be005c7aa5/D2F4896FF9D7653C862581CB0077269F?OpenDocument


Detecto que además de no encontrar fundado la negativa de entregar este dato solicitado, además están reservando más información que es publica y por NINGÚN MOTIVO debe ser considera reservada como : la cantidad total de elementos, clave Nominal, clave o nivel del puesto, denominación del puesto, área de adscripción, horario de las jornadas de trabajo, remuneración mensual bruta, remuneración mensual neta, percepciones, ingresos, sistemas de compensación, gratificaciones, periodicidad, primas, comisiones, bonos, estímulos, apoyos económicos, prestaciones económicas y otro tipo de percepciones. Sin embargo estos datos están contenidos en dicha acta también como datos reservados.”


Por su parte, el Titular de la Unidad de Transparencia a través del escrito de informe argumentó el sobreseimiento del presente asunto en virtud de que a través del oficio DGSPM/SBDJ/2477/20108 de fecha 28 veintiocho de mayo de 2018 dos mil dieciocho, signado por el Comisario de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, respondió al solicitante lo peticionado a través de su escrito de solicitud de información-además- lo siguiente:


“(…)

III. Finalmente, respecto del apartado de su escrito en el que solicita: “detalle el número y nombre de elementos de policías viales o cualquiera que sea su denominación cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y lo que va de la actual”; al respecto me permito hacer de su conocimiento que, mediante memorándum número 528/2018, se solicitó a la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General  de Seguridad Pública Municipal que represento, por ser el Órgano Colegiado facultado para sancionar a los Elementos Operativos, ya sea de Policía Vial o de Fuerzas Municipales, según lo establece nuestro Reglamento Interno en su artículo número 135, Informara “EL NUMERO Y NOMBRE DE LOS ELEMENTOS DE POLICIA VIAL, CESADOS POR ACTOS DE CORRUPCIÓN DURANTE LA ADMINISTRACIÓN PASADA Y LO QUE VA DE LA ACTUAL”, esto tal y como lo solicitó usted, por lo que, de acuerdo con lo que nos informa el C. Lic. Cuauhtémoc Neftalí Martínez Roque, Secretario de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, se advierte que no existen elementos integrantes de Policía Vial, que hayan sido cesados por actos de corrupción, ni en la administración pasada, ni durante el tiempo de esta administración y a la fecha, adjunto al presente el original del Oficio número CHJ/076/2018, (Anexo I) Signado por el Secretario de la Comisión de Honor y Justicia, mediante el cual se informa lo anterior.” (sic). 

Al respecto, es de señalarse que las causales de sobreseimiento previstas en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, se encuentra establecidas en el artículo 180 de dicho ordenamiento, el cual establece a la letra, lo siguiente:


“ARTÍCULO 180. El recurso será sobreseído, en todo o en parte, cuando, una vez admitido, se actualicen alguno de los siguientes supuestos: 

I. El recurrente se desista; 

II. El recurrente fallezca; 

III. El sujeto obligado responsable del acto lo modifique o revoque de tal manera que el recurso de revisión quede sin materia, o

IV. Admitido el recurso de revisión, aparezca alguna causal de improcedencia en los términos del presente Capítulo.

En el presente caso, no se actualiza alguna causal de sobreseimiento en términos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, toda vez que las manifestaciones del hoy recurrente, son prácticamente la materia del recurso interpuesto y por lo tanto corresponde a esta Comisión verificar si la respuesta entregada, satisfizo la solicitud de acceso a la información o si fue emitida conforme a lo establecido en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

CUARTO. Por lo anterior, esta Comisión se abocará a analizar la respuesta proporcionada por el sujeto obligado, con el objeto de determinar si la misma se encuentra bien fundada y motivada, o si bien se configura alguna negativa de acceso a la información requerida por el hoy recurrente a través de la solicitud de información con folio 00279918.

En ese sentido, de la simple lectura del agravio del particular, lo primero que advierte este Órgano Colegiado es que el particular se encuentra satisfecho con las respuestas otorgadas por el Ente Obligado a los requerimientos identificados por esta Comisión con los numerales 1 y 2 debido a que únicamente se inconformó porque el Ente recurrido no le proporcionó “el número y nombre de elementos de policías viales o cualquiera que sea su denominación cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y lo que va de la actual”

Por tal motivo, el análisis de la legalidad de las respuestas recaídas a los puntos 1 y 2 de la solicitud de información quedan fuera de la controversia planteada. Apoyan el razonamiento anterior, la Jurisprudencia y la Tesis aislada cuyo rubro y sumario expresan:


No. Registro: 204,707 
Jurisprudencia 
Materia(s): Común 
Novena Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
II, Agosto de 1995 
Tesis: VI.2o. J/21 
Página: 291 
ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE. Se presumen así, para los efectos del amparo, los actos del orden civil y administrativo, que no hubieren sido reclamados en esa vía dentro de los plazos que la ley señala. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Amparo en revisión 104/88. Anselmo Romero Martínez. 19 de abril de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 
Amparo en revisión 256/89. José Manuel Parra Gutiérrez. 15 de agosto de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna. 
Amparo en revisión 92/91. Ciasa de Puebla, S.A. de C.V. 12 de marzo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 
Amparo en revisión 135/95. Alfredo Bretón González. 22 de marzo de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca.

Amparo en revisión 321/95. Guillermo Báez Vargas. 21 de junio de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca. 

No. Registro: 219,095 

Tesis aislada 

Materia(s): Común 

Octava Época 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

IX, Junio de 1992 

Tesis: 

Página: 364 

CONSENTIMIENTO TÁCITO DEL ACTO RECLAMADO EN AMPARO. ELEMENTOS PARA PRESUMIRLO. Atento a lo dispuesto en el artículo 73, fracción XII, de la Ley de Amparo, el juicio constitucional es improcedente contra actos consentidos tácitamente, reputando como tales los no reclamados dentro de los plazos establecidos en los artículos 21, 22 y 218 de ese ordenamiento, excepto en los casos consignados expresamente en materia de amparo contra leyes. Esta norma jurídica tiene su explicación y su fundamento racional en esta presunción humana: cuando una persona sufre una afectación con un acto de autoridad y tiene la posibilidad legal de impugnar ese acto en el juicio de amparo dentro de un plazo perentorio determinado, y no obstante deja pasar el término sin presentar la demanda, esta conducta en tales circunstancias revela conformidad con el acto. En el ámbito y para los efectos del amparo, el razonamiento contiene los hechos conocidos siguientes: a) Un acto de autoridad; b) Una persona afectada por tal acto; c) La posibilidad legal para dicha persona de promover el juicio de amparo contra el acto en mención; d) El establecimiento en la ley de un plazo perentorio para el ejercicio de la acción; y e) El transcurso de ese lapso sin haberse presentado la demanda. Todos estos elementos deben concurrir necesariamente para la validez de la presunción, pues la falta de alguno impide la reunión de lo indispensable para estimar el hecho desconocido como una consecuencia lógica y natural de los hechos conocidos. Así, ante la inexistencia del acto de autoridad faltaría el objeto sobre el cual pudiera recaer la acción de consentimiento; si no hubiera una persona afectada faltaría el sujeto de la acción; si la ley no confiere la posibilidad de ocurrir en demanda de la justicia federal, la omisión de tal demanda no puede servir de base para estimar la conformidad del afectado con el acto de autoridad, en tanto no pueda encausar su inconformidad por ese medio; y si la ley no fija un plazo perentorio para deducir la acción de amparo o habiéndolo fijado éste no ha transcurrido, la no presentación de la demanda no puede revelar con certeza y claridad la aquiescencia del acto de autoridad en su contenido y consecuencias, al subsistir la posibilidad de entablar la contienda. 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 358/92. José Fernández Gamiño. 23 de marzo de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretaria: Aurora Rojas Bonilla.

Amparo en revisión 421/92. Rodolfo Aguirre Medina. 19 de marzo de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: J. Jesús Contreras Coria. 

Amparo en revisión 704/90. Fernando Carvajal. 11 de octubre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: Jaime Uriel Torres Hernández. 

Octava Época, Tomo VI, Segunda Parte-1, página 113.


Ahora bien, está Comisión estima oportuno analizar el agravio respecto al contenido en el numeral 3, el sujeto obligado sustento su negativa de entregar la información en virtud que se actualiza la clasificación de la información como reservada.


En ese sentido, lo procedente es analizar si la información que constituye el objeto del presente recurso, de acuerdo con el marco normativo aplicable, es información de dominio público, esto es susceptible de proporcionarse a quien así lo solicite o bien de acceso restringido, en este caso en su vertiente de reservada, a efecto de determinar la viabilidad de su entrega. 

En primer lugar, se tiene que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en el artículo 129, fracciones I, IV, VI, VIII y X, invocados por el sujeto obligado respectivamente disponen que el ente público podrá clasificar como información reservada aquella que pueda comprometer la seguridad pública y pueda poner en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física.


Por su parte, lo numerales quinto y séptimo de los Lineamientos Generales en materia de clasificación y Desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, establecen que al clasificar la información se debe fundamentar y motivar dicha clasificación, no siendo suficiente que el contenido de la misma esté directamente relacionado con las materias que se protegen en dicho artículo, si no que deberán motivar con suma precisión la reserva, caso por caso, debiendo de justificar que la divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público o a la seguridad nacional, estatal o municipal, a través de una concatenación de elementos objetivos, derivados de las circunstancias de modo, tiempo y lugar, a fin de determinar una potencial afectación específica con la divulgación de la información y con esto acreditar que la información sí se ubica en el supuesto contemplado por algunas de las fracciones del artículo 129 de la Ley de la materia.


En el caso que nos ocupa, en un primer momento el ente obligado clasificó el contenido total de los Expedientes generados en la Subdirección de Inspección General y Asuntos Internos, inherentes a investigaciones de la probable responsabilidad administrativa de los oficiales pertenecientes a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal; la totalidad de la información contenida en los expedientes generados en la Comisión de Honor y Justicia, en los cuales se contienen los procesos administrativos instaurados en contra de oficiales de esta Dirección General de Seguridad Pública Municipal, mediante el cual se ventilan posibles responsabilidades administrativas; la información contenida en los expedientes generados en la oficina de Control y Confianza de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, referentes a las evaluaciones de Control y Confianza y las acciones que se originen como consecuencia de estas evaluaciones, correspondiente al periodo del año 1987 a la fecha, como información restringida como reservada

Además, señaló que conforme a lo establecido en las fracciones I, IV, VI, VIII y X del artículo 129 de la Ley de la materia y en relación con el artículo 130 de la misma, el sujeto obligado alegó que: “La difusión del contendido total de los expedientes (…) podría incurrir en la obstrucción de los procedimientos para fincar responsabilidades a los servidores públicos pertenecientes a la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, además de que pondría en riesgo la seguridad personal de los participantes en los referidos procesos administrativos, en virtud de que estos expedientes se contiene información que identifican plenamente a los oficiales por lo que ésta información se vuelve susceptible de utilizarse ilícitamente para actividades que pudieran atentar contra la integridad física y la vida misma de los oficiales, toda vez que la mayoría de estos procesos administrativos se derivan de la queja  de algún ciudadano inconforme o resentido”. (sic).

Para efecto de lo anterior, es necesario señalar que el artículo 118 de la Ley de la materia, establece que para que se pueda fundar y motivar la clasificación de información reservada o confidencial, los Entes Públicos deberán demostrar que se cumplió con los siguientes requisitos:

I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable en perjuicio significativo al interés público.


II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda, y 


III. La limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.

En este sentido, para el caso que no ocupa, los supuestos contenidos en el artículo 129, fracciones I y IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, establece que las autoridades denegarán la entrega de información cuando se trate de información que comprometa la seguridad pública y  ponga en riesgo la vida, seguridad o salud de una persona física, obstruya los procedimientos para fincar responsabilidad a los Servidores Públicos, en tanto no se haya dictado la resolución administrativa y vulnere la conducción de los Expedientes judiciales o de los procedimientos administrativos seguidos en forma de juicio, en tanto también no hayan causado estado.

En esta lógica, se tiene que la carga de la prueba la tiene el sujeto obligado en virtud de que tiene que demostrar que la divulgación de información lesiona el interés jurídicamente protegido por la normativa aplicable y que el daño que puede producirse con la publicidad de la información es mayor que el interés de conocerla,  resultando que lo manifestado y aportado por él mismo en sus puntos petitorios, no resulta suficiente para acreditar la clasificación de la información como reservada en virtud que para su motivación expresó consideraciones generales y no razones objetivas especificas por las cuales concluyó que proporcionar la información solicitada representa un daño probable y especifico.

Con base en lo anterior, se estima que el acto primigenio emitido por la autoridad, por el cual clasifico la información solicitada como reservada, carece de la debida fundamentación y motivación, ya que no se estableció de manera puntual el fundamento legal por el cual se emite ésta y así tampoco se identificó el tipo de acción u omisión especifica que podría generar algún daño sin motivar con suma precisión la reserva a fin de determinar una potencial afectación especifica con la divulgación de la información. Sirve para reforzar lo anterior la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/47, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, misma que dispone:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.

La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo”.

Ahora bien, en un segundo momento, en alcance a su respuesta, el sujeto obligado a través del oficio DGSPM/SBDJ/2477/20108 de fecha 28 veintiocho de mayo de 2018 dos mil dieciocho, signado por el Comisario de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, señaló lo siguiente:


“(…)


III. Finalmente, respecto del apartado de su escrito en el que solicita: “detalle el número y nombre de elementos de policías viales o cualquiera que sea su denominación cesados por actos de corrupción durante la pasada administración y lo que va de la actual”; al respecto me permito hacer de su conocimiento que, mediante memorándum número 528/2018, se solicitó a la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General  de Seguridad Pública Municipal que represento, por ser el Órgano Colegiado facultado para sancionar a los Elementos Operativos, ya sea de Policía Vial o de Fuerzas Municipales, según lo establece nuestro Reglamento Interno en su artículo número 135, Informara “EL NUMERO Y NOMBRE DE LOS ELEMENTOS DE POLICIA VIAL, CESADOS POR ACTOS DE CORRUPCIÓN DURANTE LA ADMINISTRACIÓN PASADA Y LO QUE VA DE LA ACTUAL”, esto tal y como lo solicitó usted, por lo que, de acuerdo con lo que nos informa el C. Lic. Cuauhtémoc Neftalí Martínez Roque, Secretario de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, se advierte que no existen elementos integrantes de Policía Vial, que hayan sido cesados por actos de corrupción, ni en la administración pasada, ni durante el tiempo de esta administración y a la fecha, adjunto al presente el original del Oficio número CHJ/076/2018, (Anexo I) Signado por el Secretario de la Comisión de Honor y Justicia, mediante el cual se informa lo anterior.” (sic). 


En virtud de lo anterior, en primer término, es de hacer notar que la respuesta emitida por el sujeto obligado a la solicitud de información se funda en el artículo 129 al actualizarse en los supuestos de las fracciones I, IV, VI, VIII y X de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado- información reservada- y en un segundo momento, señaló que no existen elementos integrantes de Policía Vial, que hayan sido cesados por actos de corrupción, ni en la administración pasada, ni durante el tiempo de esta administración y a la fecha; efectivamente se detecta que existe contradicción en la respuesta. Sin embargo, del análisis de la respuesta en su conjunto es posible observar que la entidad con toda claridad manifestó la inexistencia de la información por no haber algún elemento integrante de la policía vial que haya sido cesado ni durante la presente administración (2015-2021) ni de la administración pasada (2009-2015). No obstante lo anterior, la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, establece que, ante la negativa de acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado debe demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en la Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones, situación que en el caso concreto no sucedió.

Ahora, no se omite señalar que, si bien el sujeto obligado en un segundo momento esgrimió argumentos relativos a indicar la inexistencia de información, ello no constituir un elemento que permita aseverar que se no se cuenta con lo ahora requerido máxime que un primer momento señaló que la información se actualizaba en laguna de las excepciones de la Ley de la materia. 

En consecuencia, esta Comisión colige que el sujeto obligado no llevó a cabo el procedimiento señalado en la Ley de Transparencia a efecto de declarar inexistente la información; mismo que se encuentra contemplado en los numerales 19, 20, 143, 151, 153, 160 y 161, por lo que se declara fundado el agravio correspondiente a la reserva. 

4.1. Efectos de la Resolución.  

En esta tesitura, esta Comisión, con fundamento en el artículo 175, fracción II de la Ley en cita, Revocar la respuesta al sujeto, y en atención a lo expresado en el desarrollo de la presente resolución, lo que resulta procedente es: 

-Deje insubsistente el acuerdo de reserva 04/2017 de fecha 27 de octubre de 2017, para que tome en consideración que a efecto de estar en posibilidad de calificar con un criterio exhaustivo y congruente la reserva de la información, en el entendido que llevara a cabo un análisis  de la información a efecto de demostrar que se siguió con el procedimiento previsto en la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, esto es, que realizo la prueba de daño y que las causales que dieron origen a su clasificación sigan vigentes. Finalmente, el sujeto obligado deberá realizar la clasificación de la información reservada caso por caso.
- Dado que el Comité de Transparencia de la propia dependencia no emitió declaración de inexistencia alguna, procede instruir a la dependencia para que emita dicha declaratoria respecto a la información a saber -elementos integrantes de Policía Vial, que hayan sido cesados por actos de corrupción, ni en la administración pasada, ni durante el tiempo de esta administración y a la fecha- y se la notifique al recurrente, tal como lo previenen los artículos 160 y 161 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado.

4.2. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

4.3. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

4.4. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Se Revoca el acto impugnado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando cuarto de la presente resolución
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Mariajosé González Zorzosa, MTRO. Alejandro Lafuente Torres y Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Presidenta, siendo ponente la ultima de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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